














 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, diecinueve (19) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
Magistrado Sustanciador: Carlos Mario Peña Díaz 

 

 
RADICADO:  54-001-23-33-000-2021-00135-00 
ACCIONANTE:  JAIRO JOSÉ MEZA RODRÍGUEZ  
DEMANDADO:       NACIÓN- RAMA JUDICIAL   
ACCIÓN:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO   
 
 
Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el apoderado 
judicial de la parte demandante en contra del auto de fecha ocho (08) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024), mediante el cual se declaró la falta de competencia del Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander para conocer del proceso de la referencia.  
 

I. La providencia recurrida 
 
Mediante auto fechado 08 de abril de 2024, el Despacho dispuso declarar la falta de 
competencia funcional del Tribunal para conocer en primera instancia el proceso de la 
referencia, y en consecuencia se ordenó remitir el proceso a la Oficina de Apoyo Judicial 
para que procediera a efectuar el reparto entre los Jueces Administrativos del Circuito 
Judicial de Cúcuta. 
 

II. Del recurso de reposición 
 
Con memorial radicado del 11 de abril de 2024, el apoderado de la parte demandante 
interpuso recurso de reposición contra la referida providencia, indicando que el auto 
recurrido no contextualiza la verdad sustantiva probada documentalmente en el plenario, 
pues los valores aritméticos que se plasman en la decisión, no tienen que ver con la realidad 
sustantiva prevista en el libelo demandatorio incoado, toda vez, que el objeto principal del 
proceso no es la cuantía como tal, sino los efectos dañinos directos e indirectos 
inquebrantables de la validez y eficacia del acto administrativo complejo tácito demandado.  
 
Explica, que el referido acto fue expedido con vicios de abuso de poder, desviación de poder 
y falsa motivación, luego dicho acto vulnera derechos legales y constitucionales de Jairo 
José Meza Rodríguez, decisión que violenta el debido proceso del juez con más de 28 años 
de experiencia en la actividad judicial.  
 
Señala, que el acto administrativo carece de motivación objetiva y seria, luego se evidencia 
ineficacia plena, toda vez, que quien lo comunica es la misma persona que lo certifica, es 
decir, la Secretaria General del Tribunal Superior de Cúcuta.  
 
Precisa, que el acto administrativo no obedeció a lo ordenado en el oficio PCSJO20-981 
del 15 de octubre de 2020, emitido por la Presidenta del Consejo Superior de la Judicatura, 
quien indicaba la reubicación del juez de Tibú a otro distinto por razones de seguridad, 
togado que también se encontraba en provisionalidad, pues el Tribunal Superior de Cúcuta 
como su nominador, al producir el acto administrativo demandado, produjo una 
insubsistencia tácita, dado que, el traslado del togado GAMP como Juez de Tibú al 
Municipio de Lourdes, donde se encontraba laborando el demandante, condujo a  su retiro 
del cargo. 
 
Refiere, que se estableció como causal genérica, la infracción de las normas en que la 
decisión debía fundarse, y como específica, a cada uno de los elementos del acto 
administrativo. De tal manera, que la decisión quedó viciada por haberse expedido sin 
competencia, en forma irregular, con desconocimiento del derecho de audiencia y de 
defensa, mediante falsa motivación o con desviación de las atribuciones propias de quien 
la profirió.  
 
Indica, que el Tribunal Superior incurrió en varios yerros, de tal suerte que el objeto de la 
demanda no es la cuantía como tal, sino la violación de derechos constitucionales y legales.  
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Esgrime, que la decisión recurrida es equivocada al plantearse la falta de competencia por 
el factor cuantía, traslitera el acápite de declaraciones y condenas.  
 

 
 
Del cual infiere que, si bien no se hizo alusión a cuantía alguna, en el acápite de la demanda 
si se hizo una cuantía razonada por las razones propias de toda demanda y no porque les 
interesase los valores económicos, pues la piedra angular es el desvío de poder, abuso de 
poder, abuso del derecho y falsa motivación, como está planteado en la demanda.  
 
Agrega, que si se estudia el presupuesto formal al que atribuye el despacho la falta de 
competencia por factor cuantía, sería oportuno revisar el control de legalidad, como la 
audiencia extrajudicial, donde la Rama Judicial guardó silencio, posteriormente en la 
contestación de la demanda la accionada no advierte falencia alguna, yendo más allá en 
las excepciones formuladas tampoco se indica dicha inconsistencia y en la vinculación que 
hiciese el despacho al doctor GREGORIO ANDELFO MARTINEZ, éste en su contestación 
y formulación de excepciones guardó silencio, en este orden de ideas, lo que se ha 
pretendido es la nulidad del referido acto administrativo, por violación de los derechos 
supralegales.  
 
Se pregunta si el Juez Administrativo del Circuito del Distrito, es el indicado para valorar la 
nulidad deprecada, cuando el infractor de la Ley es el Tribunal Superior de Cúcuta, dicho 
de otra manera, se estaría ante el Juzgamiento que haría un juez unipersonal o la conducta 
indebida de un juez colegiado.  
 
Expresa que, al tratarse de un asunto de orden laboral, debe aplicarse como cláusulas la 
regla del indubio pro operario, según la cual, el juez debe aplicar todos y cada uno de los 
métodos y medios interpretativos, que se establezcan en el derecho; la cláusula de pro 
homine y la del iura novit curia.  
 
Estima, que al haberse demandado los efectos del acto administrativo tácito y no la 
aplicación del artículo 155 del CPACA, se solicita inaplicar por excepción de 
inconstitucionalidad dicho artículo, que señala la cuantía de los jueces de primera instancia 
para conocer de los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho en primera 
instancia, habida cuenta que esta regla jurídica procesal resulta contraria a los efectos del 
articulo 29 superior, pues las consecuencias de la precitada norma se sobreponen en sus 
efectos de amparar el derecho al trabajo, razón suficiente para que se inaplique, pues sería 
fuente inspiradora de ilegalidad el desconocer el derecho al trabajo en condiciones dignas 
y justas, así como el cumplimiento del preámbulo y los artículos 1, 2, 13, 29, 83 y 209 
ibídem.  
 
Indica, que la argumentación referida encuentra consonancia con el control de 
convencionalidad, bloque de constitucionalidad y los tratados internacionales que atañen al 
derecho laboral, comoquiera, que el artículo 155 del CPACA chocaría con el buen romance 
del derecho, es decir, sacrificar un derecho sustantivo por uno procesal, por lo cual invoca 
la excepción de inconstitucionalidad, conforme lo establece el artículo 4 ibídem, no 
aplicando la norma procesal referida.  
 
Cita doctrina sobre la excepción de inconstitucionalidad, providencias de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado, para concluir, que el auto recurrido debe ser 
revocado, o de lo contrario, conceder el recurso de apelación ante el superior.   
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III. De la procedencia y oportunidad del recurso de reposición 

 
Sobre la procedencia del recurso de reposición, el artículo 242 del CPACA, modificado por 
el artículo 61 de la Ley 2080 del 2021, dispone: 
 

“REPOSICIÓN. El recurso de reposición procede contra todos los autos, salvo norma 
legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y trámite, se aplicará lo dispuesto en el 
Código General del Proceso”. 

 
A su vez, sobre la oportunidad en su presentación, el artículo 318 del Código General del 
proceso, establece:  
 

“ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. (…) Cuando el auto se 
pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los 
tres (3) días siguientes al de la notificación del auto.” 

 
Dado que el recurso de reposición en este caso resulta procedente, y como la providencia 
recurrida fue notificada el día 09 de abril de 2024 y el recurso fue presentado oportunamente 
el día 12 de ese mismo mes y año, no hay duda de que se deben estudiarse de fondo los 
argumentos planteados en el mismo.   
 
Ahora bien, sobre el recurso de apelación presentado subsidiariamente, habrá de señalarse 
que se torna en improcedente, puesto que, el Despacho dio aplicación a lo dispuesto en el 
artículo 168 del CPACA, decisión que no resulta apelable conforme a lo dispuesto en el 
artículo 243 ibidem.  
 
Al respecto, resulta importante precisar que los autos que son susceptibles del recurso de 
apelación vienen expresamente enunciados en la normativa aplicable a esta Jurisdicción -
CPACA-, lo que impide cualquier clase de interpretación, pues son estas decisiones, y no 
otras, contra las que procede la alzada en los procesos que son de competencia de esta 
jurisdicción.  
 
Por consiguiente, desde ya se anticipa la improcedencia del recurso de apelación formulado 
contra el auto del 08 de abril de 2024, que declaró la falta de competencia funcional.  
 

IV. Decisión del Despacho 
 
Considera el Despacho que la decisión adoptada en providencia del 08 de abril de 2024 no 
debe reponerse, por las siguientes razones: 
 
El numeral 2 del artículo 152 del CPACA, sin las modificaciones de la Ley 2080 de 2021, 
señalaba que el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, conocería en primera 
instancia de los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral que 
no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos 
de cualquier autoridad, cuando la cuantía exceda de cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.  
 
Para el caso, el Tribunal Superior de Cúcuta, autoridad que expidió el acto administrativo 
demandado, se encuentra representada por la Nación – Rama Judicial, la cual es una 
entidad del orden nacional.  
 
Valga precisar, que conforme a lo dispuesto en el artículo 157 del CPACA, cuando en la 
demanda se acumulen varias pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la 
pretensión mayor. Así mismo, en las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no 
podrá prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar 
al restablecimiento del derecho.  
 
En el sub examine, en el contenido de la demanda, se observa que es un asunto laboral, 
que devino de una insubsistencia tácita, con unas implicaciones económicas susceptibles 
de ser cuantificadas. Ello, por cuanto en el libelo demandatorio, la parte interesada solicitó 
declarar la nulidad del acto administrativo y a título de restablecimiento del derecho, 
peticionó el reintegro del señor José Meza Rodríguez al cargo de Juez de Lourdes o a uno 
igual categoría y además se declare que no hubo solución de continuidad.  
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Ahora, si bien el demandante dispuso en el acápite de cuantía, que la estimaba superior a 
$71.942.000, refiriendo que era el último salario que devengaba un juez promiscuo 
municipal, y que el demandante fijaba la competencia en ésta Corporación en primera 
instancia, lo cierto es, que encontrándose el proceso para decidir sobre la fecha y hora de 
la audiencia inicial, se evidenció que el presente proceso, debía remitirse a los juzgados 
administrativos del circuito judicial de Cúcuta, al configurarse la falta de competencia por 
el factor funcional.  
 
En los anteriores términos, el Despacho estima que no es aplicable el articulo 152 numeral 
2, regla de competencia invocada por la parte demandante, para que esta Corporación 
conociera de la demanda del sub lite y tramitara el proceso correspondiente en primera 
instancia, puesto que como se indicó, la cuantía estuvo indebidamente razonada.  
 
Se tipifica entonces una causal de falta de competencia por factor funcional, que se deriva 
de la cuantía de las pretensiones de la demanda y que obliga a tramitar este proceso en 
dos instancias, siendo conocido en primera instancia por los Juzgados Administrativos y en 
segunda instancia por ésta Corporación, aclarándose que la falta de competencia decretada 
no lo es por el factor objetivo de la cuantía como lo indica el recurrente, sino por el factor 
funcional.  
 
Así las cosas, vale la pena volver a reiterar, que en virtud de lo consignado en los artículos 
16 y 138 del Código General del Proceso, la falta de competencia por factor funcional o 
subjetivo es improrrogable. Se cita las normas: 
 

“ARTÍCULO 16. PRORROGABILIDAD E IMPRORROGABILIDAD DE LA 
JURISDICCIÓN Y LA COMPETENCIA. La jurisdicción y la competencia por 
los factores subjetivo y funcional son improrrogables. Cuando se declare, de 
oficio o a petición de parte, la falta de jurisdicción o la falta de competencia por los 
factores subjetivo o funcional, lo actuado conservará validez, salvo la sentencia 
que se hubiere proferido que será nula, y el proceso se enviará de inmediato al 
juez competente. Lo actuado con posterioridad a la declaratoria de falta de 
jurisdicción o de competencia será nulo. 
 
La falta de competencia por factores distintos del subjetivo o funcional es 
prorrogable cuando no se reclame en tiempo, y el juez seguirá conociendo del 
proceso. Cuando se alegue oportunamente lo actuado conservará validez y el 
proceso se remitirá al juez competente. 
 
ARTÍCULO 138. EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE FALTA DE 
JURISDICCIÓN O COMPETENCIA Y DE LA NULIDAD DECLARADA. Cuando se 
declare la falta de jurisdicción, o la falta de competencia por el factor funcional o 
subjetivo, lo actuado conservará su validez y el proceso se enviará de inmediato 
al juez competente; pero si se hubiere dictado sentencia, esta se invalidará. 
 
La nulidad solo comprenderá la actuación posterior al motivo que la produjo y que 
resulte afectada por este. Sin embargo, la prueba practicada dentro de dicha 
actuación conservará su validez y tendrá eficacia respecto de quienes tuvieron 
oportunidad de controvertirla, y se mantendrán las medidas cautelares 
practicadas. 
 
El auto que declare una nulidad indicará la actuación que debe renovarse.” 

 
Y aun cuando la parte demandante, solicita en el recurso de reposición, que se inaplique 
por inconstitucionalidad la norma procesal consignada en el artículo 155.2 del CPACA, 
relativa a la competencia de los Juzgados Administrativos de Cúcuta, es importante poner 
de presente, que no se advierte una contradicción entre la norma de rango legal a la que 
se ha hecho alusión y el artículo 29 constitucional, así como el cumplimiento del preámbulo 
y los artículos 1, 2, 13, 29, 83 y 209 ibídem, que deslegitime el derecho a la defensa y 
contradicción de la parte recurrente, máxime cuando se respeta el principio de la doble 
instancia y no existe una justificación razonable, para concluir, que los jueces 
administrativos no tengan la idoneidad para valorar la nulidad deprecada, cuando el 
infractor de la Ley presuntamente es el Tribunal Superior de Cúcuta, pues precisamente, 
es importante, poner de presente que aunque para el caso sub examine no se aplican las 
modificaciones de la Ley 2080 de 2021, lo cierto es, que con dicha norma, se asigna una 
competencia plena (sin tener en cuenta la cuantía) en materia de nulidad y restablecimiento 
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del derecho de carácter laboral, de cualquier autoridad, que no provenga de un contrato 
de trabajo.  
 
En ese escenario, es importante recordar que el Consejo de Estado ha delimitado de vieja 
data, cuando es procedente hacer uso de la excepción por inconstitucionalidad, como en 
sentencia de 5 de julio de 2002, radicado 1996-7762-01 (7212) Consejera Ponente, Dra. 
Olga Inés Navarrete Barrera, en la cual se sostuvo:  
 

 
“(…) Pero esta excepción de inconstitucionalidad debe reunir ciertos requisitos 
para su procedencia, uno de los cuales es la palmaria y flagrante oposición entre 
los textos constitucionales y la norma cuya inaplicación se pretende. (resalta la 
Sección) Es pertinente aludir a la sentencia C-600 de 1998, en la cual la Corte 
Constitucional precisó el alcance de esta figura: 
 
 “La inaplicación de una norma de jerarquía inferior con apoyo en el artículo 4 de 
la Carta supone necesariamente la incompatibilidad entre su contenido y el de los 
preceptos constitucionales. Si tal incompatibilidad no existe, no cabe la inaplicación 
y la circunstancia no es otra que la de incumplimiento o violación de los mandatos 
dejados de aplicar.  
 
Por el contrario, en el supuesto de un palmario enfrentamiento entre la norma y la 
Constitución, la obligación del funcionario o autoridad que en principio debería 
aplicar aquélla es la contraria: no darle aplicación.  
 
(…)  
 La Sala Plena de la Corporación, al fijar el alcance del artículo 66 del Código 
Contencioso Administrativo, que declaró exequible, supeditando la exequibilidad 
al acatamiento del artículo 4 de la Constitución, manifestó:  
 
"Considera la Corte que el texto constitucional ha de hacerse valer y prevalece 
sobre la preservación de normas de rango inferior. La función de la Constitución 
como determinante del contenido de las leyes o de cualquier otra norma jurídica, 
impone la consecuencia lógica de que la legislación ordinaria u otra norma jurídica 
de carácter general no puede de manera alguna modificar los preceptos 
constitucionales, pues la defensa de la Constitución resulta más importante que 
aquellas que no tienen la misma categoría.  
 
Dentro de la supremacía que tiene y debe tener la Constitución, esta se impone 
como el grado más alto dentro de la jerarquía de las normas, de manera que el 
contenido de las leyes y de las normas jurídicas generales está limitado por el de 
la Constitución. Así pues, debe existir siempre armonía entre los preceptos 
constitucionales y las normas jurídicas de inferior rango, y si no la hay, la 
Constitución Política de 1991 ordena de manera categórica que se apliquen las 
disposiciones constitucionales en aquellos casos en que sea manifiesta y no 
caprichosa, la incompatibilidad entre las mismas, por parte de las autoridades con 
plena competencia para ello.  
 
Desde luego que la norma inaplicable por ser contraria a la Constitución en forma 
manifiesta, no queda anulada o declarada inexequible, pues esta función 
corresponde a los organismos judiciales competentes, en virtud del control 
constitucional asignado por la Carta Fundamental en defensa de la guarda de la 
integridad y supremacía de la norma de normas (artículos 237 y 241 C.P.).  
 
Si bien es cierto que por regla general las decisiones estatales son de obligatorio 
cumplimiento tanto para los servidores públicos como para los particulares "salvo 
norma expresa en contrario" como lo señala la primera parte del artículo 66 del 
decreto 01 de 1984, también lo es que, cuando de manera palmaria, ellas 
quebrantan los ordenamientos constitucionales, con fundamento en la supremacía 
constitucional, debe acatarse el mandato contenido en el artículo 4° de la Carta ya 
citado, que ordena -se repite- que "en todo caso de incompatilibidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales", sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de que trata 
el artículo 6° de la misma, por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o 
extralimitación, por parte de los servidores públicos, en el ejercicio de sus 



 6 

funciones". (Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-069 del 23 de 
febrero de 1995. M.P.: Dr. Hernando Herrera Vergara). (Subrayado fuera de 
texto)”.( Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-600 de 1998. M.P. Dr. José 
Gregorio Hernández Galindo).” 

 
 
Y la Corte Constitucional, en sentencia SU 109 de 2022, indicó:  
 

“161.       La excepción de inconstitucionalidad es una herramienta a través de la 
cual las autoridades judiciales cumplen con la “facultad-deber”[538] de inaplicar en 
un caso concreto una norma por contrariar la Constitución Política[539]. Es una 
figura jurídica que se fundamenta en el artículo 4 de la Constitución, el cual prevé 
que “[l]a Constitución es norma de normas” y que “[e]n todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán 
las disposiciones constitucionales”. Precisamente, de la referida disposición 
constitucional “se deriva la obligación de aplicar preferentemente las normas 
constitucionales, cuando las normas de inferior jerarquía resultan incompatibles 
con las primeras”[540]. La excepción de inconstitucionalidad aplica sin necesidad 
de ser “alegada o interpuesta como acción”[541]. Además, es una herramienta que 
“se usa con el fin de proteger, en un caso concreto y con efecto inter partes, los 
derechos fundamentales que se vean en riesgo por la aplicación de una norma de 
inferior jerarquía y que, de forma clara y evidente, contraría las normas contenidas 
dentro de la Constitución Política”[542]. 
  
162.       La jurisprudencia constitucional ha establecido “tres escenarios 
puntuales”[543] en los que procede dar aplicación a la excepción de 
inconstitucionalidad, a saber: 
  

(i) La norma es contraria a las [sic] cánones superiores y no se ha producido 
un pronunciamiento sobre su constitucionalidad […]; 
(ii) La regla formalmente válida y vigente reproduce en su contenido otra que 
haya sido objeto de una declaratoria de inexequibilidad por parte de la Corte 
Constitucional o de nulidad por parte del Consejo de Estado, en respuesta a 
una acción pública de inconstitucionalidad o nulidad por inconstitucionalidad 
según sea el caso; o, 
(iii) En virtud, de la especificidad de las condiciones del caso 
particular, la aplicación de la norma acarrea consecuencias que no estarían 
acordes a la luz del ordenamiento iusfundamental. En otras palabras, “puede 
ocurrir también que se esté en presencia de una norma que, en abstracto, 
resulte conforme a la Constitución, pero no pueda ser utilizada en un caso 
concreto sin vulnerar disposiciones constitucionales”[544].” 

 
Presupuestos que para el Despacho no se cumplen, operando contrario sensu, como deber 
exigible, la observancia de las normas procesales, en virtud de lo señalado en el artículo 13 
del CGP, aplicable a la jurisdicción contenciosa administrativa, en virtud de la integración 
normativa. Norma que prescribe textualmente:  

“ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas 
procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, 
y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los 
funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley. 

Las estipulaciones de las partes que establezcan el agotamiento de requisitos de 
procedibilidad para acceder a cualquier operador de justicia no son de obligatoria 
observancia. El acceso a la justicia sin haberse agotado dichos requisitos 
convencionales, no constituirá incumplimiento del negocio jurídico en donde ellas 
se hubiesen establecido, ni impedirá al operador de justicia tramitar la 
correspondiente demanda. 

Las estipulaciones de las partes que contradigan lo dispuesto en este artículo se 
tendrán por no escritas.” 

Examinado el auto recurrido, se observa que éste Despacho, hizo un análisis de las 
pretensiones de la demanda, al tenor de la normatividad adjetiva aplicable, encontrando 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn538
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn539
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn540
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn541
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn542
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn543
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2022/SU109-22.htm#_ftn544
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que operaba una regla de competencia funcional que tuvo como base el adecuado 
razonamiento de la cuantía; evento diferente al planteado por la parte recurrente en el 
escrito en el que recurre la decisión.  

Por lo tanto, al determinarse la cuantía de la demanda en $ 39.883.495, es evidente que no 
se superaba los 50 SMLMV que señalaba el artículo 152.2 del CPACA, por lo que, la 
competencia en primera instancia recaía en los juzgados administrativos de Cúcuta.  

Atendiendo lo anterior, no se repondrá la decisión recurrida, y en consecuencia se 
dispondrá que una vez se encuentre en firme la presente providencia, se dé cumplimiento 
a lo dispuesto en el numeral segundo del auto de fecha 08 de abril de 2024, declarándose 
a su turno, la improcedencia del recurso de apelación presentado subsidiariamente por las 
razones señaladas previamente. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho No. 003 del Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NO REPONER el auto de fecha 08 de abril de 2024, mediante el cual se declaró 
la falta de competencia por el factor funcional para conocer del proceso de la referencia y 
se ordenó su remisión para efectuar el reparto entre los Juzgados Administrativos del 
Circuito Judicial de Cúcuta.  
 
SEGUNDO: RECHAZAR por improcedente, el recurso de apelación presentado 
subsidiariamente en contra del auto de fecha 08 de abril de 2024.  

TERCERO: En firme esta providencia, dese cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 
segundo del auto de fecha 08 de abril de 2024. 

 
   NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 
Magistrado 

 



 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

San José de Cúcuta, diecinueve (19) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
Magistrado Sustanciador: CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 

 

 
 
RADICADO:  54-001-23-33-000-2022-00139-00 
ACCIONANTE:  INVERSIONES TECNOMÉDICAS DE COLOMBIA 
DEMANDADO:       ESE HOSPITAL QUINTERO CAÑIZAREZ 
ACCIÓN:   REPARACIÓN DIRECTA  
 
 
Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el 
apoderado judicial de la parte demandante en contra del auto de fecha diecisiete 
(17) de agosto de dos mil veintidós (2022), mediante el cual se declaró la falta 
de competencia del Tribunal Administrativo de Norte de Santander para conocer 
del proceso de la referencia.  
 

I. Cuestión previa  
 
Le corresponde señalar al Despacho, que pese a que la parte demandante el día 
19 de agosto de 2022, presentó recurso de reposición en contra de la decisión 
proferida por éste Despacho y obra un pase al Despacho que data del 06 de 
septiembre de 2022, lo cierto es que, por error involuntario, tal proceso no se 
encontraba cargado dentro de las carpetas de ONE DRIVE que tiene a cargo el 
Despacho, es decir, no se tenía acceso al expediente, ni tampoco operó la 
migración del proceso al SAMAI, lo que impidió resolver oportunamente el 
recurso de reposición interpuesto.  
 
En efecto, al realizar una depuración de los procesos, se advirtió por parte del 
Despacho la existencia del recurso, razón por la cual, se solicitó a Secretaría la 
remisión del vínculo del proceso, el cual, según revisión efectuada, incluso 
contaba con constancia de haberse remitido a la oficina de apoyo judicial el 19 
de agosto de 2022, para su reparto ante los Juzgados Administrativos de Cúcuta.  
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Así las cosas, pasa el Despacho a resolver de manera inmediata al recurso 
interpuesto, para efectos de salvaguardar los derechos al acceso a la 
administración de justicia y debido proceso de la parte demandante.  

 
II. La providencia recurrida 

 
Mediante auto fechado 17 de agosto de 2022, el Despacho dispuso declarar la 
falta de competencia y remitir el proceso a la oficina de apoyo judicial para que 
procediera a efectuar el reparto entre los Jueces Administrativos del Circuito 
Judicial de Cúcuta para conocer del proceso en primera instancia, toda vez, que 
la cuantía no excedía de 1000 SMLMV.  
 

III. Del recurso de reposición 
 
Con memorial radicado del 19 de agosto de 2022, el apoderado de la parte 
demandante interpuso recurso de reposición contra la referida providencia, 
indicando que solicitaba la remisión del proceso al Juzgado Administrativo de 
Ocaña, por el factor territorial y por razón de la cuantía, toda vez que el domicilio 
de la demandada es Ocaña y porque los hechos ocurrieron en parte en el 
Municipio de Ocaña, de tal suerte, que quien debe conocer en primera instancia 
en el juzgado administrativo de Ocaña y no los Juzgados Administrativos de 
Cúcuta.  
 
Explica que, acogiendo la falta de competencia argumentada y fundada en el 
auto recorrido, se solicita la remisión al Juzgado de Ocaña, en consecuencia, se 
modifique el numeral segundo del auto impugnado.  
 

III. De la procedencia y oportunidad del recurso de reposición 
 
Sobre la procedencia del recurso de reposición, el artículo 242 del CPACA, 
modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 del 2021, dispone: 
 

“REPOSICIÓN. El recurso de reposición procede contra todos los autos, salvo norma 
legal en contrario. En cuanto a su oportunidad y trámite, se aplicará lo dispuesto en 
el Código General del Proceso”. 

 
A su vez, sobre la oportunidad en su presentación, el artículo 318 del Código 
General del proceso, establece:  
 

“ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. (…) Cuando el auto se 
pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de 
los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto.” 

 
Dado que el recurso de reposición en este caso resulta procedente, y como la 
providencia recurrida fue notificada el día 19 de agosto de 2022 y el recurso fue 
presentado oportunamente el día 19 de ese mismo mes y año, no hay duda de 
que se deben estudiarse de fondo los argumentos planteados en el mismo.   
 

IV. Decisión del Despacho 
 
Considera el Despacho que se debe reponer el auto recurrido y en consecuencia 
modificar el numeral segundo la decisión adoptada en providencia del 17 de 
agosto de 2022, por las siguientes razones: 
 
Las pretensiones de la demanda, fueron planteadas bajo el siguiente tenor: 
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Como supuesto fáctico, se indicó un presunto enriquecimiento sin causa por 
parte de la ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZAREZ, en detrimento 
patrimonial de la EMPRESA TECNOMEDICA DE COLOMBIA SAS, en virtud del 
suministro de elementos médicos de salud antes y durante la PANDEMIA del 
COVID 19 en la vigencia 2020.  
 
Pues bien, en relación al factor de competencia territorial, el artículo 156.6 del 
CPACA, modificado por la Ley 2080 de 2021, prevé que en materia de reparación 
directa, la competencia se determinará por el lugar donde se produjeron los 
hechos, las omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede 
principal de la entidad demandada a elección del demandante.  
 
Pese a que la parte demandante inicialmente dirigió la demanda al Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander, lógicamente ante la variación del 
razonamiento de la cuantía, manifestó el interés de que la demanda sea de 
conocimiento de los Juzgados Administrativos de Ocaña (REPARTO), lugar del 
domicilio o sede principal de la ESE EMPRESA HOSPITAL EMIRO QUINTERO 
CAÑIZARES, razón por la cual, se accederá a reponer el numeral segundo del 
auto recurrido y se ordenará la remisión inmediata a la oficina de apoyo judicial, 
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para que el proceso sea repartido al Juzgado Administrativo de Ocaña 
(REPARTO).  
 
En mérito de lo expuesto, el Despacho No. 003 del Tribunal Administrativo de 
Norte de Santander, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REPONER el numeral segundo del auto de fecha 17 de agosto de 
2022. En consecuencia, remítase el proceso a la oficina de apoyo judicial, para 
que proceda a efectuar el reparto del mismo entre los Juzgados Administrativos 
Orales de Ocaña.  
 
SEGUNDO: En firme esta providencia, dese cumplimiento a lo dispuesto al auto 
del 17 de agosto de 2022.  

 
   NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 
Magistrado 

 























 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

Magistrado Sustanciador: CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 

San José de Cúcuta, veintitrés (23) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 
Radicado: 54-001-33-33-003-2019-00095-01 

Demandante: José Luis Sandoval Merchán  

Demandado:      Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho  

 
 
 

Teniendo en cuenta la solicitud de desistimiento de las pretensiones de la 
demanda presentada por la parte demandante el veintidós (22) de abril de dos mil 
veinticuatro (2024), y en virtud de lo establecido en el numeral 4 del artículo 316 
del Código General del Proceso, por SECRETARÍA córrase traslado a la parte 
demandada por el término de tres (03) días para que se pronuncie sobre la 
solicitud de desistimiento planteada. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 

                           Magistrado  
 


